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A manera de presentación
 

E n los últimos años, distintos organismos 
internacionales han iniciado acciones 

tendientes a la preservación del patrimonio 
documental conservado en bibliotecas y archivos 
[1], puesto que consideran que constituye una 
parte importante de la memoria colectiva y 
refleja la diversidad de los pueblos, los idiomas 
y las culturas (UNESCO, 1995: vii). En definitiva, 
lo entienden como   un elemento clave en el 
resguardo de la identidad cultural e histórica de 
las naciones.

Siguiendo a Manuel Vázquez, podemos decir 
que el patrimonio documental archivístico es el 
conjunto orgánico de documentos nacidos de 
gestión que hemos recibido del pasado y son 
conservados como portadores de identidad y 
alimentan la memoria de hechos significativos 
de la comunidad (Vázquez: 2007). Asimismo, la  
UNESO  considera   una pieza del patrimonio 
documental tanto a un único documento, 
independientemente de su soporte y formato, 
como  a un conjunto de documentos, ya sea una 
colección, un fondo o un archivo [2] (UNESCO, 
2002: 6, 7). La preservación del patrimonio 
documental, abarca el conjunto de medidas que 
sean necesarias para garantizar su acceso de 
manera permanente, tanto para su preservación 
física, jurídica o de cualquier tipo.

Ahora bien, si partimos de la idea de que 
el  patrimonio documental constituye fuente 
de identidad nacional, y representa los 
valores culturales de un estado, éste debería 
comprometerse con su protección. Y si bien 
la definición de políticas  relacionadas con el 
patrimonio cultural, se ha potenciado en los 
últimos años a nivel internacional, como se ha 
mencionado -habida cuenta de los peligros que 
lo amenazan-, entendemos que a nivel nacional, 
estas políticas son aún escasas, sobre todo, 
porque existen múltiples archivos que corren 
riesgos de desaparición o deterioro, originados 
no sólo por la falta de instrumentos legales que los 
amparen, sino también por el desconocimiento 
de los escasos recursos jurídicos existentes 
(Tanodi - Rapela - Vassallo, 2005). 

En este sentido, el amparo y la denuncia  penal, 

constituyen dos herramientas jurídicas pasibles 
de ser utilizadas para proteger a los archivos y 
los documentos que albergan.

En el presente trabajo intentaremos dar cuenta 
de los alcances de las  regulaciones contenidas 
al respecto, en el marco de las reformas jurídicas 
que tuvieron lugar en los años 90 en la Argentina, 
y que en conjunción con el ordenamiento jurídico 
vigente habilitan el uso de estas herramientas, 
poniendo especial énfasis en lo determinado por 
la Constitución Nacional y el Código Penal.

En este punto, resulta imprescindible aclarar 
que si bien el patrimonio cultural en general 
puede ser objeto de regulación en nuestro país, 
tanto a nivel nacional como provincial -debido 
a su conformación como estado federal-,  
nuestro estudio se circunscribirá al análisis de la 
constitución nacional.  

El patrimonio documental en la Constitución 
Nacional Argentina

La Constitución nacional, reformada en 1994,  
otorgó rango constitucional a la protección del 
patrimonio cultural en su art. 41, lo que posibilitó 
la formalización de requerimientos institucionales 
a las autoridades, tanto para obtener una   
recomposición o una  reparación de los bienes 
que lo componen.

Cuando nos referimos a las autoridades pasibles 
de ser interpeladas, lo pensamos en sentido 
amplio; es decir, los representantes de los tres 
poderes del estado: ejecutivo, legislativo y 
judicial, a nivel federal, provincial y municipal 
[3]. Sin olvidar otros organismos estatales como 
la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público 
(Bidart Campos, 1998).

A saber: 

Todos los habitantes gozan del derecho a 
un ambiente sano, equilibrado, apto para el 
desarrollo humano y para que las actividades 
productivas satisfagan las necesidades 
presentes sin comprometer las de las 
generaciones futuras, y tienen el deber de 
preservarlo. El daño ambiental generará 
prioritariamente la obligación de recomponer, 
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según lo establezca la ley. Las autoridades proveerán a la protección 
de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la 
preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y 
a la información y educación ambientales. Corresponde a la Nación dictar 
las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las 
provincias, las necesarias para complementarias, sin que aquellas alteren 
las jurisdicciones locales. Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de 
residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos [4].

La inclusión del patrimonio natural y cultural, vino a subsanar una ausencia de 
protección que existía en la constitución vigente hasta entonces. Impulsados  
por la inclusión de los derechos de “tercera generación”, los constitucionalistas 
del 94, repararon la derogación de su regulación, que contenía la constitución 
peronista del 49, con motivo del golpe de estado perpetrado por los militares 
de entonces [5].

Como podrá observarse, en la redacción del artículo 41, predomina el interés 
por proteger el medio ambiente y la utilización racional de los recursos naturales. 
En una segunda parte, cuando remarca la obligación que deben tener las 
autoridades en general, de proveer por la protección de estos derechos, 
enumera, como al pasar, luego de patrimonio natural, el patrimonio cultural 
de manera casi marginal. Finalmente, termina aludiendo a la obligación de las 
autoridades por promover sólo la “información y educación ambientales”.

Si nos detenemos en considerar lo regulado en relación a la protección del 
patrimonio cultural, diremos que lo trata sin especificar su composición. De 
hecho, debemos entender  que  los archivos y bibliotecas están incluidos junto 
a muchos otros bienes culturales, que según la Convención sobre la protección 
del patrimonio mundial, cultural y natural de la UNESCO (1972), son “bienes 
culturales muebles”.  

Por otra parte, el  hecho de que se haya contemplado legalmente, no significa 
que  esté debidamente  reglamentada dicha  protección, ya que se trata de 
una categoría compleja, que supone numerosos “objetos de protección”, entre 
los cuales algunos son más evidentes que otros para los juristas -como el 
patrimonio arquitectónico o el arqueológico-, en desmedro de los archivos. 
No es casual que hasta ahora sólo se haya reglamentado la protección del 
patrimonio arqueológico y paleontológico, con la sanción de la ley 25.743 del 
año 2003;  es decir, sólo una porción de los bienes culturales.   

Pero esta falta no es óbice para que a través de  la interposición de una acción  
de amparo, puedan solicitarse acciones tendientes a la defensa del patrimonio 
documental. El artículo 43 -también incluido con la reforma-, legitima a los 
particulares para deducirlo “contra todo acto u omisión de autoridades públicas 
o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere 
o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías 
reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley” [6].

Recordemos que el amparo judicial fue una creación jurisprudencial. Primero, 
contra todos los actos de la administración pública y más tarde contra actos de 
particulares; se consagró el carácter directamente operativo de los derechos 
y garantías de la Constitución Nacional, por el mero hecho de encontrarse 
consagrados en ella (Chaumet- Menicocci, 1999: 155). Cabe agregar que 
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si se trata de archivos pertenecientes a la 
jurisdicción federal (por ejemplo un archivo de 
una universidad nacional), deberá interponerse 
ante la justicia federal; en su defecto, habrá que 
acudir a los tribunales provinciales, siguiendo 
las normativas correspondientes.

De acuerdo a lo dicho,  los archiveros estarían 
habilitados para deducirla, ya de manera 
individual, o a través de “asociaciones que 
propendan a esos fines” e incluso, por intermedio 
del  Defensor del Pueblo. En este punto, sabemos 
que la cuestión de la legitimación activa es muy 
discutida entre la doctrina, sobre  todo, cuando 
nos referimos a un particular. Es por ello que 
adherimos a la postura que entiende que el interés 
colectivo debe traducirse en alguna afectación, 
aunque fuere indirecta o refleja, respecto del 
accionante, quien deberá estar vinculado por 
razón de consumo, vecindad, habitabilidad, u 
otra equivalencia (Torricelli, 1999:33). 

Ahora bien, más allá de lo aludido, nos preocupa 
que los constitucionalistas no visibilicen a los 
archivos ni a los documentos contenidos en 
diversos soportes,  como pasibles de ser incluidos 
dentro de la categoría de “patrimonio cultural”.  Y 
esto lo decimos ya que de una rápida lectura de 
los escritos producidos por los juristas del país 
más renombrados que publicaron con motivo 
de la sanción de la Carta magna en manuales 
de cátedra, constituciones comentadas y hasta 
artículos de doctrina encontramos omisiones, 
exclusiones y hasta ambigüedades.

La primera evidencia es el total desconocimiento  
que tiene la mayoría de ellos,  en relación al 
“objeto de protección”.

Roberto Dromi y Edurado Menem (1994), que 
fueron convencionales constituyentes en el año 
1994 aluden a las “obras de arte o literarias”, 
construcciones,  edificios, museos y sitios 
históricos, de manera desordenada siguiendo 
una mera enumeración y careciendo de un 
contenido explicativo concreto y coherente. 

En tanto que  Alfredo Mooney (1995), profesor 
de derecho constitucional en la Universidad 
Nacional de Córdoba, en su manual de cátedra 
actualizado con motivo de la reforma aludida, 
mencionaba el ingreso de “nuevos derechos 

y garantías” -artículos 36 al 43-, pero sólo se 
detuvo en trabajar uno de ellos, el relativo a los 
derechos políticos y el sufragio. 

Germán Bidart Campos (1998) llegó a identificar 
el patrimonio cultural  como un “ingrediente” del 
ambiente natural.  Y  Juan Carlos Cassagne 
(1997), completó la idea, incluyendo en la 
categoría “ambiente” a “las actividades de habitar 
y los bienes antropológicos, arqueológicos, 
urbanísticos y arquitectónicos“.   

El único jurista que separó el patrimonio natural 
del cultural, fue Eugenio Zarini (1996), quien 
lo definió como “lo vinculado con obras y los 
desarrollos urbanísticos ya arquitectónicos de 
valor estético e histórico que nos permiten  seguir 
el desarrollo de las sociedad argentina”. 

Una década más tarde, el constitucionalista 
Andrés Gil Domínguez (2000) en un trabajo sobre 
derechos de jurisdicción colectiva -que  a su criterio 
tenían respaldo constitucional con la reforma-, 
omitía completamente al patrimonio cultural; 
en tanto que reconocía, al fútbol-espectáculo 
como pasible de ser tenido en cuenta. Omisión 
que también evidenciamos en una versión de la 
Constitución comentada de Humberto Quiroga 
Lavié (2000), quien en el desarrollo del art. 41, 
sólo se ocupó de la cuestión ambiental y nunca 
mencionó al patrimonio cultural.  

Los archivos como bienes jurídicos protegidos 
en el Código Penal argentino

La única protección específica que tienen los 
archivos en el ámbito penal, la encontramos en 
la tipificación del delito de daño, que ya estaba 
legislado en el Código penal anterior a la reforma 
de los años ’90. La única decimos, ya que, por 
ejemplo, el robo o el hurto de los documentos de 
archivo no están previstos como agravantes en 
las  tipificaciones de dichas figuras [7].

En este sentido, el  art.184 inciso 5° ha establecido 
la pena agravada de tres meses a cuatro años de 
prisión para quien ejecutare daños en “archivos, 
registros, bibliotecas o museos”. Recordemos  
que la posibilidad de castigar y aplicar medidas 
de seguridad a los autores de infracciones 
punibles sólo corresponde a  la potestad punitiva 
del  estado de derecho (Cafferata Nores -  Traditi, 
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2003).

Ahora bien, ¿qué significa dañar para el Código 
Penal? Significa destruir, inutilizar o hacer 
desaparecer una cosa mueble o inmueble, total 
o parcialmente ajena (art. 183. CP). 

En este punto, cabe mencionar que los 
penalistas tampoco son la excepción a la hora 
de dar definiciones respecto del “bien jurídico 
protegido”. Así lo manifiesta Ricardo Núñez 
(1999): El agravamiento atiende al interés 
general que existe en la conservación de las 
cosas mencionadas”. Y a continuación define 
lo que entiende por archivos: “Los archivos son 
las colecciones de documentos o papeles de 
importancia o interés.(…) El daño debe caer en 
los objetos y no en el edificio donde estos se 
encuentran.  

Por su parte, Carlos Creus (1990) señala una 
serie de clasificaciones, que dese nuestro punto 
de vista resultan un tanto estériles: 

Nos encontramos, básicamente, con dos tesis 
encontradas. Una que considera  que el inc. 
5° hace referencia a dos categorías de bienes: 
a) archivos, registros, bibliotecas, museos, 
puentes, caminos u otros bienes de uso público, 
y b) signos conmemorativos, monumentos, 
estatuas u objetos de arte colocados en edificios 
o lugares públicos.

Tras que distingue en aquél,  tres categorías de 
bienes: 

a) archivos, registros, bibliotecas y museos, que 
pueden ser públicos o privados, de uso público o 
no; b) puentes, caminos, paseos, objetos de uso 
público, pertenezcan o no al dominio público y c) 
tumbas, signos conmemorativos, monumentos, 
estatuas, cuadros u objetos de arte colocados en 
edificios  lugares públicos ,que son los destinados 
al servicio o al uso público. Para colmo, no faltan  
quienes creen que los bienes de uso público, son 
exclusivamente los bienes  públicos el Estado, ni 
los que equiparan los edificios públicos a bienes 
de uso público. 

Ahora bien,  cuando se incurre en el delito de daño, 
-e incluso otros delitos que pueden ser cometidos 
en desmedro de documentos de archivo como 
robo o hurto- toda persona capaz según el 

Código Civil, puede interponer una denuncia 
penal, ante las autoridades correspondientes 
(jurisdicción provincial o federal, según el caso). 
Incluso, si el ministerio fiscal tomó conocimiento 
del caso y no hay denuncia, puede iniciar la 
acción penal pública de oficio (Cafferata Nores 
-  Traditi, 2003). 

La  denuncia es  un acto por el cual se pone 
en conocimiento del funcionario competente 
la comisión de un hecho delictuoso, sujeto a 
acción pública, del que se hubiere tenido noticia 
por cualquier medio (Ossorio, 1984: 304).   

A manera de ejemplo, si repasamos  los requisitos 
regulados por el Código de Procedimiento penal 
de la Provincia de Córdoba, la denuncia puede 
ser presentada por  toda persona que tenga 
conocimiento  de un delito perseguible de oficio 
(como las tipificaciones aludidas), ante el fiscal 
de Instrucción o la Policía Judicial (art.314 CPC); 
personalmente o por mandatario especial. 
También podrá realizarse  de manera  verbal o 
escrita. En caso de que se opte por la primera, 
se labrará un acta especial En todos los casos, 
la autoridad competente deberá comprobar la 
identidad del denunciante (art.315 CPC).

En su contenido deberá constar “la relación 
circunstanciada del hecho, con indicación 
de sus partícipes, damnificados, testigos y 
demás elementos que puedan conducir a su 
comprobación y calificación legal” (art. 316). 
Asimismo, diremos que esta forma voluntaria 
de informar a las autoridades competentes 
se trasforma en obligatoria, cuando se tratare 
de “funcionarios o empleados públicos que 
los conozcan en el ejercicio de sus funciones” 
(art.317). 

Una vez formulada, el denunciante no será parte 
del proceso ni tendrá responsabilidad alguna, 
pero será responsable directo cuando haya 
incurrido en falsedad o calumnia,  por sus dichos 
(art. 18).

En similares términos está regulada por el 
Código de Procesal Penal de la Nación,  en los 
artículos 174 a 182.  

A manera de conclusión

De acuerdo a lo referido en este trabajo, los 
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archivos quedaron completamente fuera de la enumeración de estos 
juristas, quienes mayoritariamente visibilizan, como bienes culturales 
a los relacionados con los inmuebles. Y esto no es casual,  ya que la 
mayoría de las intervenciones judiciales (mediante la vía del amparo), 
como las mayores preocupaciones que despertó la temática en el medio 
jurídico,  fue la de “proteger” el derecho de propiedad de particulares, 
que poseían  edificios históricos.

Sin embargo, no debemos olvidar que las puertas de la justicia 
quedaron  abiertas con la reforma constitucional, pero hay que asumir 
los riesgos de la interposición de los amparos, sobre todo de sus costos 
económicos. Por eso es bueno tener en cuenta que se puede acudir al 
Defensor del Pueblo.  

Por su parte, la denuncia  penal es otro recurso, que si bien no conlleva 
costo económico alguno, puede tenerlos a nivel personal. Incluso, los 
profesionales archiveros que trabajen en archivos públicos, no pueden 
olvidar que no se trata de un derecho del que eventualmente hacer uso, 
sino que es una obligación que debe asumirse en relación a la función 
que están cumpliendo. Y que por ende, pueden tener consecuencias 
administrativas y hasta judiciales, en caso de omisión.  

La gran tarea que tenemos por delante es gestar puentes, difundir la 
importancia de estos bienes culturales y generar espacios de diálogo 
para  informar y  concientizar a todos  los actores sociales, para que se 
vinculen, desde distintos espacios, y reclamen una protección jurídica 
acorde, viable y funcional.

Notas en el texto

[1] A manera de ejemplo, citamos el “Programa Memoria del Mundo”, 
de la UNESCO. 

[2] Una colección es una serie de documentos seleccionados 
individualmente. Un fondo es una colección o serie de colecciones que 
obran en poder de una institución o una persona, o un fondo o conjunto 
de documentos, o una serie  de documentos que obra en poder de 
un archivo. Véase Memoria del Mundo: Directrices (Edición revisada 
2002). París: UNESCO, 2002. www.unesco.org 

[3] La República Argentina se configura como un estado federal, 
y reconoce tres instancias jurisdiccionales: nacional, provincial y 
municipal.  

[4]  Constitución de la Nación Argentina, Art. 41. Véase www.infoleg.
mecon.gov.ar

[5] Las riquezas artísticas e históricas, así como el paisaje natural 
cualquiera sea  su propietario, forma parte del patrimonio cultural  de 
la Nación, y estarán bajo la tutela del estado, que puede decretar las 
expropiaciones  necesarias para su defensa y prohibir la exportación  o 
enajenación  de los tesoros artísticos. El estado organizará un registro 
de la riqueza artística e histórica  que asegure su custodia y atendiendo 
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a su conservación”. Art. 36. La Constitución 
Nacional de 1949. Texto Original completo 
(1974). Buenos Aires, Rodolfo Alonso Editor.

Recordemos que la derogación de la constitución 
de 1949 fue total, en tanto que se puso en 
vigencia de la constitución liberal de 1853, con 
las reformas  de 1860-1866 y 1898, que no 
contemplaban.

[6] Ley de amparo nacional: 16.986/66; ley de 
amparo provincial: N° 4915/67. Véase: www.
web2.cba.gov.ar; www.hcdn.gov.ar

[7] Arts. 162, 163, 164, 165, 166, 167 del Código 
Penal. Véase: http://www.csjn.gov.ar/cmf/
codigo_penal.html

Bibliografía

Bidart Campos, Germán. Tratado elemental  
de Derecho Constitucional argentino. Tomo II. 
Buenos Aires, Ediar, 1998.   

Cafferata Nores, José - Traditi, Aída. Código 
Procesal Penal de la Provincia de Córdoba. 
Tomo I. Córdoba, Editorial Mediterránea, 2003. 
Casagne, Juan Carlos. “El amparo ambiental  
y la legitimación para accionar”, en La Ley. A. 
Buenos Aires, 1997. 

Chaumet, Mario Eugenio -  Menicocci, Alejandro 
Aldo, “Los intereses difusos en el artículo 43 de la 
Constitución nacional”, El amparo constitucional: 
perspectivas y modalidades. (El art. 43 de la 
Constitución nacional) Buenos Aires, Depalma, 
1999. 

Dromi, Roberto - Eduardo Menem. La Constitución 
reformada. Comentarios, interpretación y 
concordancias. Buenos Aires, Ciudad Argentina, 
1994. 

Gil Domínguez, Andrés. “Los derechos 
de jurisdicción colectiva”, en La reforma 
constitucional de 1994 y su implementación en 
el sistema republicano y democrático. Buenos 
Aires,  Depalma,  2000.  

Memoria del Mundo: Directrices (Edición 
revisada 2002). París: UNESCO, 2002. [en 
línea] Disponible en  www.unesco.org [acceso: 
03/08/12]

Memoria del Mundo: Directrices para la 
salvaguarda del patrimonio documental. París: 
UNESCO, 1995. [en línea] Disponible en  www.
unesco.org [acceso: 03/08/12]

Mooney, Alfredo. Manual de Derecho 
Constitucional. Córdoba, El Ateneo, 1995. 

Ossorio, Manuel. Diccionario de Ciencias 
jurídicas, políticas y sociales. 21 edición 
actualizada, corregida y aumentada por 
Guillermo Cabanellas de las Cuevas. Buenos 
Aires, Heliasta, 1994

Padilla, Miguel “La legitimación para el amparo 
ecológico: un fallo acertado”, en La Ley Córdoba. 
Córdoba, 1994.

Quiroga Lavié, Humberto. Constitución de la 
Nación Argentina comentada. Buenos Aires,  
Zavalía,  2000. 

Reforma Constitucional. Serie “Estudios e 
Investigaciones”. N° 6. Vol. II. Secretaría 
Parlamentaria del Congreso de la Nación. 
Buenos Aires, 1989. 

Tanodi, Branka - Rapela Virginia - Vassallo 
Jaqueline. Patrimonio Documental y Bibliográfico. 
Regulación Jurídica en la Argentina. Córdoba, 
Publicaciones de la UNC, 2005.  

Toricelli, Maximiliano, “La legitimación activa 
en el artículo 43 de la Constitución nacional”, 
El amparo constitucional: perspectivas y 
modalidades. (el art. 43 de la Constitución 
nacional). Buenos Aires, Depalma, 1999. 

Vázquez, Manuel, “El Patrimonio Documental 
en el siglo XXI” en VII Congreso de Archivología 
del MERCOSUR, Viña del Mar, 2007. [en 
línea] Disponible en https://docs.google.com/
viewer?url=http%3A%2F%2Fmanvazquez.
com%2FPatrimonio-Documental.doc

Zarini, Helio. Constitución argentina. Texto según 
la reforma de 1994. Concordada y comentada. 
Buenos Aires, Astrea, 1996.



Revista Documentación 27

Fuentes legislativas

Argentina. Código Penal. [en línea] Disponible en www.
infoleg.gov.ar 

Argentina. Código Procesal Penal de la Nación. [en línea] 
Disponible en  www.infoleg.gov.ar  

Argentina, Córdoba. Código Procesal Penal de la Provincia 
de Córdoba. [en línea] Disponible en   www.inecip.org

Argentina. Constitución de la Nación Argentina. [en línea] 
Disponible en www.infoleg.mecon.gov.ar

Argentina. La Constitución Nacional de 1949. Texto Original 
completo. Buenos Aires, Rodolfo Alonso Editor, 1974.  

Argentina. Ley 24.309 (1993). Declaración de la necesidad 
de la reforma constitucional. [en línea] Disponible en www.
infoleg.mecon.gov.ar 

Argentina. Ley  25.743 (2003). Ley de protección del patrimonio 
arqueológico y paleontológico. [en línea] Disponible en www.
infoleg.mecon.gov.ar    

Argentina. Ley 4915 (1967). Ley de amparo provincial. [en 
línea] Disponible en  www.hcdn.gov.ar

Argentina. Ley 16.986 (1966). Ley de acción de amparo 
nacional.[en línea] Disponible en www.web2.cba.gov.ar 

UNESCO. Convención sobre la protección del patrimonio 
mundial, cultural y natural” (1972). [en línea] Disponible en  
www.unesco.ar/archive/convention-es-pdf


